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Sr. S. de Vega, presidente y 
ponente 
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 1 de 
febrero de 2024, ha examinado el 
expediente de resolución de 
contrato suscrito entre la Consejería 
de Economía y Hacienda y D. yyyy, 
y a la vista del mismo y tal como 
corresponde a sus competencias, 
emite, por unanimidad, el siguiente 

Sr. Ramos Antón, consejero 
Sra. Ares González, consejera  
Sr. Herrera Campo, consejero  
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 
 
  
 
 

 
DICTAMEN 509/2023 

 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 4 de diciembre de 2023 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 
la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de resolución del 
contrato para la prestación del servicio de mantenimiento de la climatización 
en el edificio sito en la avenida cccc nº 11 de xxxx, suscrito entre la Consejería 
de Economía y Hacienda y D. yyyy.  
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite el 7 de diciembre de 2023, 
se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 509/2023, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, previa su ampliación, tal y como dispone el 
artículo 52 del Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, aprobado por Resolución de 5 de febrero de 
2014, de la Mesa de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el presidente 
del Consejo, correspondió su ponencia al consejero Sr. S. de Vega. 

 
Primero.- Mediante resolución del secretario general de la Consejería 

de Economía y Hacienda de 30 de noviembre de 2022, se aprueba el gasto del 
contrato menor “Servicio de mantenimiento de la climatización en el edificio sito 
en Avda. cccc nº 11 de xxxx″, a favor de D. yyyy. 

 
El plazo de ejecución es de 12 meses, a partir del 1 de enero de 2023. 
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Segundo.- El 5 de julio de 2023 el contratista presenta escrito en el que 

manifiesta que “(…) debido a circunstancias personales que conllevan el cese de 
actividad como autónomo, no podré seguir cumpliendo con el citado contrato, 
por lo que me veo obligado a darlo por terminado en fecha 1 de julio de 2023″.  

 
Tercero.- El 31 de octubre de 2023 se “autoriza” el inicio del expediente 

de resolución del contrato, por incumplimiento, por parte del contratista, de la 
obligación principal, conforme al artículo 211.1.f), de la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, de Contratos del Sector Público (LCSP). 

 
Cuarto.- Concedido trámite de audiencia al contratista, el 8 de noviembre 

de 2023 presenta escrito de alegaciones en las que no se opone a la resolución 
del contrato, pero discrepa de la cuantía indemnizatoria que la Administración 
propone imponerle. 

 
Quinto.- El 10 de noviembre se formula propuesta de resolución del 

contrato por incumplimiento, por parte del contratista, de la obligación principal 
del contrato. El incumplimiento se califica como culpable y se propone imponer 
al contratista la obligación de abonar una indemnización de 1.950,52 euros, 
por los daños y perjuicios causados a la Administración 
 

Sexto.- El 22 de noviembre de 2023 la Asesoría Jurídica de la Consejería 
de Economía y Hacienda informa favorablemente la propuesta de resolución. 
 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
Única.- El artículo 4.1.i),3º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora 

del Consejo Consultivo de Castilla y León, establece que será preceptiva la 
consulta a esta Institución en los expedientes tramitados por la Administración 
de la Comunidad de Castilla y León y por las Administraciones Locales que versen 
sobre “interpretación, nulidad y resolución de los contratos administrativos, y 
modificaciones de los mismos, en los supuestos establecidos por la legislación 
reguladora de los contratos del sector público”.  
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El procedimiento de resolución contractual se regula en el artículo 191 
de la LCSP, que establece como trámites preceptivos la audiencia al contratista 
y, cuando se formule oposición por parte de este, el dictamen del Consejo de 
Estado u órgano consultivo equivalente de la comunidad autónoma respectiva. 
Por su parte, el artículo 109.1.b) del Reglamento General de la Ley de Contratos 
de las Administraciones Públicas, aprobado por el Real Decreto 1098/2001, de 
12 de octubre (RGLCAP), impone la audiencia al avalista o asegurador cuando 
se propone la incautación de la garantía. 

 
En el asunto examinado, es el contratista quien el 5 de julio de 2023 

comunicó el cese de la prestación del servicio con fecha 1 de julio anterior, y 
ante ello la Administración ha tramitado el procedimiento de resolución del 
contrato por incumplimiento de la obligación principal del contrato. Y en este 
procedimiento el contratista no se ha opuesto a la resolución del contrato, sino 
únicamente a la indemnización que se propone, por lo que no es preceptivo el 
dictamen del Consejo Consultivo. Al respecto, la sentencia 52/2012, de 9 de 
enero, del Tribunal Supremo, señala que “El expediente para la resolución del 
contrato, según dispone el art. 109 del Real Decreto 1098/2001, de 12 de 
octubre, por el que se aprueba el Reglamento general de la Ley de Contratos 
de las Administraciones Publicas, en la redacción vigente al tiempo de dictarse 
la resolución recurrida, puede iniciarse: de oficio por la Administración, y en tal 
caso se deberá dar audiencia por plazo de 10 días naturales al contratista, para 
que muestre su conformidad o disconformidad con la resolución del contrato; 
o a instancia del propio contratista, como fue el caso. Es en esta fase donde 
puede operar la oposición a la resolución del contrato por parte del contratista, 
y en tal supuesto será necesaria ex art. 59.3º.a) del citado texto el preceptivo 
informe del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad 
Autónoma respectiva. En el caso de autos la resolución fue a instancia del 
propio contratista; por lo que no había oposición a la resolución del contrato”. 
 

Por lo demás, el contratista manifiesta su desacuerdo exclusivamente 
sobre la cuantía de la indemnización que se vería obligado a asumir. En el escrito 
de alegaciones presentado en el trámite de audiencia manifiesta: “(…) acepto 
que mi decisión puede haber causado daños y perjuicios a la administración, 
pero considero que la indemnización que se me exige es totalmente 
desproporcionada, ya que, si se tienen en cuenta los datos que he aportado y 
que son ciertos, se está calculando el importe de la indemnización de forma 
errónea y en este caso el damnificado y perjudicado claramente soy yo”.  

 
En este sentido, este Consejo debe recordar lo señalado en su dictamen 

1.121/2006, que consideró que no era preceptivo el dictamen del Consejo 
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Consultivo “teniendo en cuenta que las discrepancias que se plantean entre las 
partes contratantes se refieren a cuestiones relacionadas con el proceso de 
liquidación del contrato suscrito y no a la resolución como tal″.  

 
En consecuencia, al no existir oposición del contratista, el procedimiento 

de resolución del contrato no requiere el dictamen preceptivo de este Consejo 
Consultivo. 
 

 
III 

CONCLUSIONES 
 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
No procede emitir dictamen, por no ser preceptivo, en el expediente de 

resolución del contrato para la prestación del servicio de mantenimiento de la 
climatización en el edificio sito en la avenida cccc, nº 11 de xxxx, suscrito 
entre la Consejería de Economía y Hacienda y D. yyyy. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado.  

 
 

 
 


